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Artículo 22

De conformldaci con el artículo 102 de la Carta de las Na­
ciones Unidas, el presente Convenio se registrará en la Secre­
taría de las Naciones Unidas, a petición del Secretario General 
del Consejo de Cooperación Aduanera

i) En fe de lo cual, los plenipotenciarios infrascritos firman 
el presente Convenio.

ii) Hecho en Bruselas, el seis de octubre de mil novecientos 
sesenta, en lengua francesa y en lengua inglesa, los dos textos 
igualmente fehacientes, en un ejemplar único que quedará de­
positado en poder del Secretario general del Consejo de Co­
operación Adqanera, el cual cursará a todos los Estados sig­
natarios y adheridos copias certificadas conformes del mi;^o.

El Instrumento de Adhesión de España al presente Conve­
nio fué depositado en el Consejo de Cooperación Aduanera, en 
Bruselas, el 8' de enero de 1965, y entró en vigor para España 
el 9 "de abril de 1965.

Lo que se hace público para conocimiento general, inser­
tando a continuación relación de los estados que han ratificaíJo 
o se han adherido al Convenio que se transcribe;

RATIFICACION

Bélgica, 27 de junio de 1963; Cuba, 30 de octubre de 1962: 
Italia. 30 de mayo de 1963, y Suiza 30 de abril de 1963.

ADHESION

Dinamarca, 15 de diciembre de 1961; Israel, 2 de junio de 
1961: Noruega, 21 de noviembre de 1961; Países Bajos. 21 de 
noviembre de 1962, v República Centroafricana, 23' de febrero 
de 1962

Madrid, lO de abril de 1965.—El Subsecretario. Pedro Cortina

MINISTERIO DE HACIENDA
DECRETO 923/1965, de 8 de abril, por el que se 
aprueba el texto articulado de la Ley de Contra­
tos del Estado.

La disposición adicional primera de la Ley de Bases de Con­
tratos del Estado de veintiocho de diciembre de mil nove­
cientos- sesenta y tres autorizó al Gobierno para dictar en el 
plazo de un año el texto artlcul.ado de la misma. Posteriormen­
te, por r>ecreto-ley veintiuno/mil novecientos sesenta y cuatro, 
de veintiocho de diciembre, fué prorrogado en cuatro meses el 
plazo primitivamente fijado.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Hacienda, de con- 
fonnidad en sustancia con el dictamen del consejo de Estado 
y previa deliberación del Consejo de Ministros en su ‘reunión 
del día diecinueve de febrero de mil novecientos sesenta y cinco,

D I S P O N G O :

Artículo único.—Se aprueba el adjunto texto articulado de 
la Ley de Bases de Contratos del Estado de veintiocho de di­
ciembre de mil novecientos sesenta y tres.

Así lo dispongo por el presente Decreto, dado en Madrid 
a -ocho de abril de mil novecientos sesenta y cinco.

FRANCISCO FRANCO
El Ministro de Hacienda. 

MARIANO NAVARRO RUBIO

TEXTO ARTICULADO DE LA LEY DE BASES 
DE CONTRATOS DEL ESTADO

TITULO PRELIMINAR 

Disposiciones generales 

CAPITULO PRIMERO

De los contratos de obras, servicios y SUERNISTROS

■ Artículo 1.0 Los contratos que tengan por objeto directo la 
ejecución de obras o la gestión de servicios del Estado o la pres­
tación de suministros al .mismo estarán sometidos al Derecho

administrativo y se regirán peculiarmenie por la presente Ley 
y sus disposiciones complementarias.

Sólo en defecto del ordenamiento jurídico - administrativo 
será de aplicación ei berecho privado.

Art 2.0 Los Jefes de los Departamentos ministeriales son los 
únicos facultados para celebrar en nombre del Estado los con­
tratos a que se refiere la presente Ley, dentro del ámbito de su 
competencia y previa consignación presupuestaria para este fin.

Dichas atribuciones podrán ser objeto de desconcentración 
mediante Decreto acordado en Consejo de Ministros o ser de­
legadas por el titular del Departamento, según las convenien­
cias del servicio, en otros órganos centrales o territoriales del 
Ministerio respectivo.

Art. S." No obstante lo dispuesto en el artículo anterior de­
berá preceder acuerdo del Consejo de Ministros autorizando la 
celebración en los siguientes casos:

1) Cuando los contratos tengan un plazo de ejecución su­
perior a la vigencia del presupuesto correspondiente y hayan de 
comprometerse fondos públicos de futuros ejercicios, salvo el 
caso de que 'estén previstos en un plan general aprobado por 
la Ley.

2) Cuando la cuantía del contrato exceda de cincuenta mi­
llones de pesetas.

La autorización para contratar llevará implícita la aproba­
ción del gasto correspondiente.

Art. 4." Están facultadas para contratar con la Administra­
ción las personas naturales o jurídicas, españolas o extranjeras, 
que teniendo plena capacidad de obrar no se hallen compren­
didas en alguna de las circun,staacias siguientes;

1) Haber sido condenadas mediante sentencia firme a cual­
quier clase de penas como sanción de delitos de falsedad o con­
tra la propiedad.

2) Estar procesadas por los delitos a que se refiere el apar­
tado anterior.

3) Estar declaradas en suspensión de pagos o incmsas en 
procedimiento de apremio como deudoras del Estado o de sus 
Organismos autónomos

4) Haber sido declaradas en quiebra o en concurso de acree­
dores, mientras no fueren rehabilitadas o insolventes fallidas en 
cualquier procedimiento

5) Haber dado lugar por causa de las que se les declare 
culpables a la resolución o rescisión de los contratos celebrados 
con el Estado o con sus Organismos autónomos dentro de un 
mismo período de cinco años

6) Ser funcionario público dependiente de la Administra­
ción del Estado, de las Administraciones autónomas o de las 
Administraciones Locales.

7) Las Empresas o Sociedades de las que formen parte per­
sonas incompatibles con arreglo a la legislación vigente.

8) No hallarse debidamente clasificado en su caso con aire- 
gio a lo dispuesto en esta Ley

No obstante, serán de aplicación a las empresas extranjera^ 
las normas de ordenación de la ipdustria y las que rigen las in­
versiones de capital extranjero. El Gobierno, en atención a la 
coyuntura económica, podrá regular la concurrencia de las Em­
presas extranjeras a las licitaciones de obras, servicios o sumi­
nistros mediante disposiciones de carácter general y por un 
tiempo determinado.

Los contratos celebrados por personas que carezcan de la ca­
pacidad necesaria t' que estén incursas en cualquiera de las pro­
hibiciones del presente artículo, serán nulos. Sin embargo, el Mi­
nisterio gestor podrá disponer la continuación de los efectos del 
contrato por el tiempo preciso, si de la declaración de nulidad 
se siguiera grave perjuicio para los intereses públicos.

Art. 5." El Estado podrá contratar la ejecución de obras, 
servicios o suministros con agrupaciones de empresarios cons­
tituidas temporalmente al efecto. Dichos empresarios quedarán 
obligados solidariamente frente a la Administración y deberán 
nombrar un representante o Gerente único de la agrupación 
con poderes bastantes para ejercitar los derechos y cumplir lás 
obligaciones que del contrato se deriven.

Art. 6.“ El objeto de los contratos deberá ser cierto y sus­
ceptible de cumplir el fin previamente determinado pw tí Ser­
vicio competente.

Art. 7.0 Todo contrato, cualquiera que sea su objeto, deberá 
contener un precio cierto, expresado en moneda n^ional, que 
se abonará al empresario en función de la importancia real 
de las prestaciones efectuadas y de acuerdo con lo convenido.

La inclusión de cláusulas de revisión de precios se regulará 
por su legislación especial.
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Art. 8.' Lios comíalos a que se refiere esta Ijey se ceiebra- 
í>án, salvo las excepciones que se establecen, bajo los principios 
4e publicidad y concürrencia; no se entenderán perfeccionados 
nasta su aprobación por la autoridad competente y se formali 
zarán en documento público.

Art. 9.® Será requisito común en todos los contratos, salvo 
las excepciones que se establecen en esta Ley, la prestación de- 
las fianzas previstas en la misma como garantía de los intere­
ses públicos.

Art. 10. La Admimstración puede concertar con ios particu- 
Itures los pactos y condiciones que tenga por conveniente, siem­
pre que no sean contrarios al interés público, al ordenamiento 
jurídico o a los pirincipios de buena administración.

Los pliegos de cláusulas administrativas particulares, que obli­
gatoriamente serán aprobados con anterioridad a la perfección, 
y, en su caso, a la licitación de todo contrato, deberán reseñar 
los pactos y condiciones a que alude el párrafo anterior. Las 
•declaraciones contenidas, en estos pliegos no podrán ser modi­
ficadas por los correspondientes contratos, salvo lo que se dis­
pone en esta Ley.

La aprobación de dichos pliegos corresponde a la Autoridad 
que sea ccanpetente para celebrar el contrato.

Art. 11. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, la 
Administración deberá establecer pliegos de cláusulas adminis­
trativas generales en que se contengan las típicas a que, en 
principio, se atemperará el contenido de los contratos regula­
dos por esta Ley.

La aprobación de estos pliegos generales compete al Go­
bierno, con el informe previo y preceptivo de la Junta Consúl- 
tiva de Contratación Administrativa del Ministerio de Hacien­
da y del Consejo de Estado.

La propuesta de dichos pliegos corresponderá al Departa­
mento competente por razón de las obras, servicios o suminis­
tros a que aquéllos se refierah. Dicha propuesta deberá ser 
infonnada en todo caso por la Asesoría Jurídica del Ministerio 
de que se trate.

El Gobierno podrá establecer, previo dictamen de la Junta 
Consultiva de Contratación Administrativa y del Consejo de 
Estado, que determinados pliegos de cláusulas administrativas 
generales sean de elaboración y propuesta conjunta por varios 
Departamentos ministeriales y que pliegos ya aprobados se 
apliquen a la contratación de otros Ministerios.

Art. 12. La Junta Consultiva de Contratación Administra­
tiva y el Consejo de Estado informarán con c^ácter previo 
y preceptivo todos los pliegos de cláusulas administrativas par­
ticulares %n que se proponga la inclusión de estipulaciones con­
trarias u. lo previsto en los correspondientes pliegos generales.

Art. 13. Serán elaborados, también con ante^brldad a cada 
contrato^ los pliegos de prescripciones técnicas particulares que 
hayan de regir la ejecución de la oiura, la explotación del ser­
vicio o la realización del suministro, de conformidad con los re­
quisitos que para cada supuesto establece esta Ley.

El Gobierno podrá establecer, previo dictamen de la Junta 
Consultivq. de Contratación Administrativa, jos pliegos de pres­
cripciones técnicas generales a que hayan de sujetarse las 
obras, servicios y siuninistros contratados por el Estado.

Art. 14. La fiscalización del gasto público originado por Ip 
contratación será ejercida por la Intervención General de la 
Administración del Estado, y sus Intervenciones delegadas, de 
acuerdo con las normas que sean aplicables.

Art. 15. El Ministro de Hacienda, qonservando copia' certifi­
cada, pasará al Tribunal de Cuentas para su examen y toma 
de razón todos los ccmtratos que se celebren cuyo importe ini­
cial exceda de cinco millones de pesetas.

A los contratos originales se acompañm'án extractos de los 
expedientes que los hayan producido, sin perjuicio de la facul­
tad del Tribunal de Cuentas de recabar todos los antecedentes 
que estime neoeinurios, debiendo entregarse en. dicho Trlbtmfd, 
dentro de los treinta días siguientes al de la formalización del 
contrato. Si este Organismo observara infracción de Ley dará 
inmediato conocimiento a las Cortes por medio de una Me­
moria extraordinaria, a los efectos que aquéllas estimen pro­
cedentes. *

El Tribunal de Cuentas podrá conocer también de los ex­
pedientes de prórroga, modificación, reforma u otra inciden­
cia de los contratos a que se refiere la presente Ley una vez 
aprobados, cualquiera que sea su cuantía, y procederá con arre­
glo a su privativa función respecto de las infracciones de todo 
orden por él observadas.

Ai|. 16. . La Administración tiene la facultad de interpre­
tar los contratos en que int^enga y resolver las dudas que 
ofrezca su cumplimiento. Igualmente podrá modificar por ra­
zón de interés público los contratos celebrados, dentro de los

limites y con arreglo a los requisitos señalados en la presente 
Ley.

Los acuerdos que dicte ía Administración en el ejercicio de 
sus prerrogativas de interpretación y modificación serán In­
mediatamente ejecutivos

Art. 17. Las cuestiones litigiosas surgidas de la interpre­
tación o cumplimiento de los contratos regulados por la pre* 
sente Ley serán resueltas por el órgano competente del Depar­
tamento que baya celebrado ei contrato. CJontra sus acuerdos 
habrá lugar a recurso contencioso-administrativo conforme a 
los requisitos establecidos por la Ley reguladora de dicha ju­
risdicción.

CAPITULO II
Régimen jurídico de los demás contratos del Estado

Art. 18. Los contratos del Estado que reconozcan un objeto 
diferente de los enumerados en el artículo primero de esta Ley, 
como los de compraventa de inmuebles, de muebles que no ten­
gan la consideración de suministros, préstamo, depósito, trans- 
pmte, arrendamiento, explotación patrimonial, laborales o cuales­
quiera otros, se regirán por sus normas privativas y, en su de­
fecto, se observarán las reglas siguientes:

Cuando se trate de contratos que, según su naturaleza, de­
ban quedar sometidos al ordenamiento jurídico-administratlvo, 
éste funcionará como derecho supletorio, siendo peculiarmente 
aplicables con tal carácter las normas contenidas en esta Ley.

Si la naturaleza del contrato excluye la aplicación en ge-. 
neral del ordenamiento juridico-adminlstrativo se observarán, 
no obstante, los principios establecidos en está Ley sobre com­
petencia y procedimiento, a falta de reglas específicas al res­
pecto. sin perjuicio de acudir como Derecho supletorio a las 
leyes civiles o mercantiles.

Art. 19. Los contratos que celebre el Estado y carezcan en 
el ordenamiento jurídico de régimen especifico se regularán, se­
gún su naturaleza, conforme a los principios consagrados en los 
ptoafos segundo y tercero del artículo anterior.

LIBRO PRIMERO 

TITULO PRIMERO 

Del con^'to de obras 

OAPmjLO PRIMERO

Actuaciones administrativas preparatorias del contrato
DE OBRAS

Art. 20. A todo contrato de obras precederán las siguiente^ 
actuaciones administrativas:

1. Elaboración y aprobación del proyecto.
2. Redacción y aprobación del pliego de cláusulas adminlsr 

tratlvas particulares.
3. Tramitación del expediente de contratación.

La Administración realizará las actuaciones preparatorias con 
la antelaclún precisa a fin de que estén ultimadas en la íecdia 
prevista para la celebración del contrato y cons^uiente Imdi^ 
ción de los trabajos con arreglo a los planes o programas co­
rrespondientes.

Aft. 21. Los proyectos deberán referirse necesariamente a 
obras completas, entendiéndose por tales las susceptibles de ser 
entregadas al uso general o al servicio correspondiente, sin per­
juicio de las ulteriores ampliaciones de que posteriormente pue­
dan so: objeto, y comprenderán todos y cada uno de,los elemen­
tos que sean precisos para la utilización de la olxra.

Cuando una obra admita fraccionamiento podrán redactarse 
proyectos independientes relativos a cada una de sus partes, 
siempre que éstas sean susceptibles de utilización independiente 
e^.el sentido del uso general o del servicio, o puedan ser sus­
tancialmente definidas y preceda autorización administrativa 
que funde la conveniencia del referido fraccionamiento^

Art. 22. Todo proyecto que se refiera a obras de i^imer 
establecimiento, de reforma o gran reparación comprenderá 
como mínimo:

1. Una memoria, que considerará las necesidades a satisfacer 
y los factores de todo orden a tener en cuenta.

2. Los planos de conjunto y de detalle necesarios para que 
la obra quede perfectamente deñnida.

3. El pliego de prescripciones técnicas particulares, donde se 
hará la descripción de las obras y se regulará su ejecución.
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4. Ua presupuesto tategvado o no por varios parciales, con 
expresión de los precios unitarios descompuestos, estados de 
euMceciones o mediciones y los detalles precisos para su valo­
ración.

5. Un programa del posible desarrollo de los trabajos en 
tiempo y coste óptimo de carácter indicativo, asi como la cla­
sificación que con arreglo al Registro deba ostentar el empre­
sario para ejecutarla.

6. Los documentos que sean necesarios para promover las 
autorizaciones o concesiones administrativas que sean previas 
a la ejecución.

7. Cuando las obras hayan de ser objeto de explotación re­
tribuida se acompañarán lo« estudios económicos y administrar 
tivos sobre régimen de utilización y tarifas que hayan de apli­
carse.

Sn los casos en que él empresario hubiera de presentar el 
proyecto de la obra la Administración podrá limitarse a re­
dactar las bases técnicas a que la misma haya de sujetfurse.

Art. 23. Todos los Departamentos ministeriales que tengan 
a su cargo la realización de obras procederán a la redacción 
de instrucciones para la elaboración de proyectos, en las cuales 
se regularán debidamente las normas técnicas a que los míanos 
deban sujetarse.

Dichos Deparvamentos deberán establecer oficinas o seccio­
nes de supervisión de los proyectos, encargadas de examinar 
detenidammte los elaborados por las oficinas de proyección y 
de vigilar el cumplimiento de las normas reguladoras de la 
materia.

Art. 24. Una vez aprobado el proyecto se procederá a la 
redacción del pliego de cláusulas adminiiNTatlvas particulares 
que haya de regir en el correspondiente contrato, siendo pre­
ceptivo el informe de la Asesoría Jurídica del Departamento 
antes de su aprobación por la Autoridad competente.

Art. 35.. Aprobado el pliego de cláusulas administrativas 
particulares se Iniciará el expediente de contratación mediante 
la oportuna resolución, formulándose la ju’opuesta de gasto que 
sea pertinente.

Los expedientes de sontrataclón podrán ser de tres clases:

1. I>e tramitación ardinaria.
2. De tramitación urgente pora las obras que revistan este 

carácter.
3. De régimen excepcional para las obras de emergencia.

'Art. 26. Podrán ser objeto de tramltadón urgente los expe-' 
dientes que se refieran a las obras de reconocida necesidad 
surgida como consecuencia de circunstancias imprevistas. A tales 
efectos el expediente de contratación deberá contener la opor- 
,tuna (Aclaración de urgen^, acordada por Orden ministerial.

Los expedientes calificados de urgentes gozarán para su 
deí^acho de las siguientes excepciones:

1. Prefm^noia para su desoacho por los distintos Orsanos 
administrativos, fiscallzadores y asesores que participen en la 
tramitación previa, que ditoondrán de un plazo máximo y pre- 
clusivo de cinco días para emitiy Igs respectivos infcirmes, sin 
perjuicio de la posible anuladóca del acto <;qando se hubiera 
producido por infracción del ord^iamiento jurídico.

Cuando la complejidad del e:^pediente o cualquier otra causa 
igualmente justificada lo haga indispensable, los órggnos admi­
nistrativos fiscallzadores y censores lo pondrán en conocimiento 
de la autoridad que hubiera declarado la urgencia. ^ tal caso 
el plazo quedará prorrogado p<2r la nueva comunicación a 
diez dias.

2. Acordada la celebración del contrato se reducirán a la 
mitad los tomines previstos en esta Ley p^a la licitación y 
adjudicación de las obras, caal(|uiera que sea' la forma de con­
tratación que proceda.

3. El replanteo y comienzo de las obras podrá realizarse a
partfi' de la aprobación d^ contrato, aunque qo se haya for­
malizado el'correspondiente documento público. «

Podran acogerse a ia traunltadón de urgencia i^n previa 
declaración al efecto los contratos de cuantía Inferior a 1.500.000 
pesetas.

Art. 27. Cuando la Administración tenga que acometer obras 
de emergencia a causa de acontecimientos catastróficos se es­
tará al siguiente régimen excepcipnal;

1. El Jefe del Departamento ministerial c(»npetonte, sin ne­
cesidad de tramitar expediente previo, podrá arú&aax la directa 
ejecución de las obras.o contratarlas libremente en todo o parte, 
cin sujétame a los requteitos formales establecidos en la pre­

sente Ley. Dei acuerdo correspondiente clara cuenta inmediata 
al Consejo dé Ministros.

2. Simultáneamente por el Ministerio de Hacienda, en expe­
diente sumarlsimo, se autorizará el libramiento de los fondos 
precisos a favor (íei Jefe del Departamento (xmpeteñte para 
hacer frente a los gastos, con el carácter de a justificar.

3. Desaparecido el peligro o el grave trastorno que motivara 
las obras, .el Jefe del Departamento competente dgrá cuenta 
al Ministerio de Hacienda de los gastos y contratos verificados 
a efectos de su fiscalización y ulterior aprobación, en su caso, 
por el Gobierno.

El resto de las obras que puedan ser pre<ñsas se contratarán 
de conformidad con lo establecido en esta Ley.

CAPITULO II

Forhias de adjudicación del contrato de obras

Art. 28. Las formas de adjudicación de Ips contratos de obras 
serán las siguientés:

1. ® Subasta.
2. ® Concurso-subasta.
3. ® Con<mrao.
4. ® Contratación directa.

Los D^iartamemoe ministeriales podrán optm indistintamen­
te entre la subasta y el concurso-subasta como formas de ad­
judicación. ^

El, concurso y la contratación directa sólo serán de aplica­
ción en los casos determinados por la presente Ley.

Art. 29 Las suba.stas se anunciarán en el «Boletín Oficial 
del Estado» con una antelación mínima de veinte días hábiles 
a aquel en que haya de terminar el plazo para la presentación 
de las proposiciones. Si la subasta tuviese carácter interna* 
donal, la antelación será al menos de cuarenta dias hábiles.

Las proposiciones se sujetarán al modelo que se manifieste 
en el anuncio de la lleitación debiendo Ir acompañadas de loa 
documentos que acrediten la personalidad del «npresario. los que 
justifiquen la constituci<m de la garantía provisional y los qtie 
acrediten la clarificación del contratista en ru caso. Cuando 
sea preciso exigir otros documentos se mencionarán expresa­
mente en el anuncio de la licitación.

Art. 30. Cuando las circunstancias lo eidjan a juioto del 
Ministro del Departamento oarreepondlente, podrá consignar­
se el presupuesto del proyecto en im sobre cerrado y sellado 
por la autoridad que acuerde la subasta, cuyo sobre se entregué 
al Presidente de la Mesa de contratación para que después de 
leídas las proposl^ones presentadas proeeda a su apútura y 
a la adjudicación provisional de la obra, de conformidad con 
lo establecido en el articulo siguiente.

Art. 31. La Mesa de contratación, una vez determinadas las 
proposiciones presentadas en tiempo y fuma, acordará la ad­
judicación provÍBi<Hiai del contrato al mejor postor.

Ia adjudicación provisional no crea derecdu» alguno en 
favu del adjudicatario, que no los adquirirá frente a la Ad­
ministración mientras esta adjudicación no tenga carácter de­
finitivo por habu sido aprobada por la autoridad (¡(mapetente.

Art. 32 la aprobación o adjudicación definitiva por la auto­
ridad (xxnpetente perfeodonará el contrato de du'as d^erido 
mediante subasta. Dicha aprobación deberá recaer dentro del 
plazo de los veinte días siguientes a la fecúaa de la adJucUcaclón 
UovisionaL'En caso contrario, el Ueltador interesado podrá re­
tirar su proposidón y la fianza que huUese prestado.

La adjudicación definitiva confirmará la provisional, excepto 
en los siguientes casos:

a) Cuando la Mesa de contratación haya verificado la ad­
judicación provisional con infracción del ordenamiento juri<ttoo. 
En tal caso suá preceptivo el ^tamen previo de la Asesoría 
Jurídica del Departamento.

b) Cuando ia aut(Rldad que haya de otorgar ia aprobación 
presuma fundadamente, previo informe precei^lvo de la Junta 
Consultiva de Contratación Administrativa, que la propoaieito 
no pueda ser normalmente cumplida ocono consecuencia de bajas 
detoroporcionadas o tonerarlas.

: Cuando se deni^e la adjudicación definitiva la subasta será 
declárate dei^erta.

Art. 33. Las Mesas de contratación estarán integradas dál 
siguiente modo;

1. Un Presídate dei^nado por el Ministro.
2. Hasta dos Vocales nombrados por el Jefe del serviplp 

a que el contrato se refiera.



B. O. del E.—Núm. 97 23 abril 1965 5917

3. Un Asesor juriaico en los Ministerios militares, un furip 
cionario deJ Cuerpo de Letrados en el Ministerio de Justicia 
y un Abogado dei Estado en los demás Departamentos.

4. Un Delegado de ia Intervención General del Estado.
5. Un Secretario designado entre los funcionarios adminis­

trativos del Etepartamento.
Art. 34. Para la adjudicación de contratos por el procedi­

miento de concurso-subasta, las empresas interesadas deberán 
ser previamente admit.das a la licitación por el Departamento 
ministerial correspondiente.

A este efecto la Administración establecerá en el correspon­
diente pliego de cláusulas administrativas las especiales que 
hayan de regular la admisión previa. Los documentos justifica­
tivos que se exijan para dicha admisión se acompañarán en 
sobre independiente a la proposición y documentación a que se 
refiere el artículo 29.

A la vista de los referidos documentos justificativos, la auto­
ridad a quien competa la aprobación del contrato resolverá 
sobre la admisión previa de los empresarios a la subasta.

El Presidente de la Mesa de Contratación, en el acto pú­
blico de adjudicación provisional, notificará el resultado de la 
admisión a xas empresas intervinientes, y seguidamente la Mesa 
acordará la adjudicación provisional al mejor postor de los ad­
mitidos, de acuerdo con las normas ^de aplicación al procedi­
miento de subastas.

Art. 35. Podrán celebrarse mediante concurso los contra­
tos siguientes:

1. Aquellos en que no sea posible la fijación previa de un 
presupuesto definitivo.

2. Los que se refieran a la ejecución de obras cuyos pro­
yectos o prescripciones técnicas no se hallen establecidas pre­
viamente por la Administración y que hayan de presentar 
los limitadores.

3. Aquellos para la realización de los,cuales facilite la Ad­
ministración materiales o medios auxiliares cuya buena uti­
lización exija garantías especiales por parte de los contratistas.

4. Los que por su naturaleza exijan aptitudes especiales en 
los empresarios.

Cuando hayan de reunirse condiciones especiales para to­
mar parte en un concurso será de aplicación el procedimiento 
dé admisión previa establecido en el artículo 34 de esta Ley.

Art. 36. Los preceptos relativos a la celebración de la 
subasta regirán también para el concurso, excepto en lo que 
sea exclusivamente aplicable a acuella forma de adjudicación.

Los licitadores en el concurso podrán introducir en sus pro- 
posimones las modificaciones que puedan hacerlas más conve­
nientes para la realización del objeto d^ contrato, dentro de 
los limites que señale expresamente el pliego de cláusulas ad­
ministrativas.

La Mesa de contratación, en el acto del concurso, procederá 
a la apertura de las proposiciones presentadas por los Ucita- 
dores y las elevará, con el acta y las observaciones que estime 
pertinentes, a la autoridad que haya de verificar la adjudicación 
del contrato.

La Administración tendrá alternativamente la facultad de 
adjudicar el contrato a la proposición más ventajosa, sin aten­
der necesariamente al valor económico de la misma, o declarar 
desierto el concurso.

Art. 37. La contratación directa sólo procederá respecto 
de las siguientes clases de obras:

1. Aquellas eo que no sea posible promover concurrencia 
en la oferta o en que por circunstancias excepcionales, que 
habrán de justificarse en el expediente, no convenga promo­
verla.

2. Las de reconocida urgencia surgida c<»no consecuencia 
de circunstancias imprevisibles que demandaren una pronta 
ejecución que no dé lugar a la licitación urgente prevista en 
el articulo 26 de esta Ley, previa justificación en el expediente 
y acuerdo del Consejo de Ministros.

3. Las referentes a reparaciones mejores o de mera con- 
servíwdón.

4. Las de cuantía inferior a 1.500.000 pesetas.
6. Las que sean declaradas de notorio carácter artístico con 

arreglo al dictamen de organismos competentes.
6. Aquella£> en que la seguridad del Estado exija garantías 

especiales o gran reserva pw parte de la Administración y 
no puedan realizarse directamente por ella.

7. Las de instalación y montaje de los aparatos de faro y 
de todas las señales marttlmas; y en general la instalación 
de instrumentos de control que exijan una gran precisión y se­

guridad, cuando los reíeridos trabajas no constituyan el objeto 
de un contrato principal de suministro

8 Las que no llegaren a adjudicarse por falta de licitado- 
res o porque las proposiciones presentadas no se hayan de­
clarado admisibles, o porque habiendo sido adjudicadas el em­
presario no cumpla las condiciones necesarias para llevar a cabo 
la formalización del contrato, siempre que se realicen con 
sujeción a los mismos precios y condiciones anunciadas, a no 
ser que por la Administración se estime más conveniente sa­
carlas nuevamente a licitación en las condiciones que en cada 
caso se establezcan.

9 Las que tengan por finalidad continuar la ejecucito de 
obras cuyos contratos hayan sido resueltos, con el mismo re­
quisito e igual salvedad expresados en el apartado anterior.

10. Las que tengan por objeto el ensayo o experimentación.

Art. 38. La adjudicación del contrato, cualquiera que sea 
el procedimiento seguido al efecto, deberá publicarse en el 
«Boletín Oficial del Estado» una vez que sea aprobado por 
la autoridad competente.

Quedan exceptuados de esta prevención los contratos cuyo 
importe sea inferior a cinco miUones de pesetas y los de ca­
rácter reservado.

CAPITULO m
Formalización del contrato de obras

Art. 39. El contrato de obras, cualquiera que sea la forma 
de adjudicación, se formalizará en todo caso dentro de los 
treinta días siguientes a su aprobación.

Cuando por causas imputables al empresario no pudiese for­
malizarse el contrato, la Administración acordará la resolución 
del mismo, previa audiencia del interesado y con incautación 
de la fianza provisional.

Art. 40. El documento en que se formalice el contrato do 
obras será, según los casos, notarial o administrativo.

Deberán formalizarse en escritura pública los contratos si­
guientes :

1.0 Los que hayan de anotarse o inscribirse en algún regis­
tro que exija el cumplimiento de este requisito.

2.0 Aquellos cuyo precio sea superior a 500.000 pesetas.
3.0 Cuando la Administración o el contratista lo soUciten,
Los demás contratos se formalizarán en documento adminis­

trativo.
Art. 41. La Administración no podrá contratar verbalmen­

te la ejecución de obras, cualquiera que sea la cuantía de las 
mismas, ni podrá Iniciarlas sin la previa formalización dél 
contrato correspondiente, excepto en los casos a que se refieren 
los artículos 26 y 27 de esta Ley.

Art. 42. Una vez otorgado el documento se remitirá por 
medio de los servicios de Intervención al Ministerio de Hacien­
da para su registro por la Junta Consultiva de Contratación 
Administrativa y posterior traslado, en su caso, al Tribunal de 
Cuentas, de conformidad con el artículo 15 de esta Ley. La 
ejecución del contrato no quedará condicionada al cumplimiehr 
to de los requisitos establecidos por el presente artículo.

CAPITULO IV

Efectos del contrato de obras

Art, 43. Los efectos del contrato de obras se regularan por 
la presente Ley y sus disposiciones reglamentarias, así omno 
por el pliego de cláusulas administrativas genarales en lo que 
no resulte éste válidamente derogado por las particulares 
contrato.

Sección L—Ejecución del contrato de obras

Art. 44. Las obras se ejecutarán con estricta sujeción a 
las cláusulas estipuladas en el contrato y al proyecto que sirve 
de base al mismo y conforme a las instrucciones que en inter­
pretación de éste diere al contratista el facultativo de la 
Administración, que serán de obligado cumplimiento para aquél 
siempre que lo sean por escrito.

Durante el desarrollo de las obras y hasta que tenga lugar 
la recepción definitiva, el contratista es responsable de las fal­
tas que en la construcción puedan advertirse.

Art. 45. Bn contratista estará obligado a cumplir los> plazos 
parciales fijados para la ejecución sucesiva del contrato y d 
general para su total realización.

Si el contratista por causas imputables al mismo hubiera 
incurrido en demora, respecto de los plazos parciales, de mar 
ñera que haga presumir racionalmente la imposibilidad de cutnr
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plimiento del plazo imai, u éste Hubiera quedado incmnplido, 
la Administración podrá optar indistintamente por la resolución 
del contrate con pérdida de fianza o por la imposición de pe­
nalidades autorizadas por ei Gobierno Esta misma facultad 
tendrá la Administración respecto de determinados plazos par­
ciales, cuando se Hubiera previsto en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares

Si el retraso fuera producido por motivos no imputables al 
contratista y éste ofrezca cumplir sus compromisos dándole 
prórroga de] tiempo que se le habla designado, se concederá 
por la Administración plazo que será, por lo menos, igual al 
tiempo perdido a nc ser que el contratista pidiera otro menor.

La constCíución en mora del contratista no requerirá in­
terpelación o intimación previa por parte de la Administración.

Art. 46 La ejecución del contrato se realizará a riesgo y 
ventura del contratista y éste no tendrá derecho a indemni­
zación por causa de pérdidas, averias o perjuicios ocasionados 
en las obras sino en los casos de fuerza mayor. Para los efec­
tos de esta Ley se considerarán como tales únicamente los que 
siguen:

1. Los incendios causados pm: la electricidad atmosférica.
2. Los daños causados por los terremoti» y maremotos.
3. Los que provengan de los movimientos del terreno en 

que estén construidas las obras o que directamente las afecten.
4. Los destrozos ocasionados violentamente a mano armada 

en tiempo de guerra sediciones populares o robos tumultuosos.
5. Inundaciones catastróficas producidas como consecuencia 

del desbordamiento de ríos y arroyos, siempre que los daños no 
se hayan producido por la fragilidad de las defensas que hu- 
Wera debido construir el contratista en cumplimiento del con­
trato, y

6. Cualquier otro de efectos análogos a los anteriores, previo 
acuerdo del Concejo de Ministros.

Art. 47. El contratista tendrá derecho al abono de la obra 
que realmente ejecute, con arreglo a los precios convemdos.

Si la Administración no hiciese pago al contratista de las 
certificaciones dentro de los tres meses siguientes a la fecha 
de aquéllas, deberá abonar al mismo el interés legal de las 
cantidades debidas, si aquél intimase por escrito el cumpli­
miento de la obligación.

Las certificaciones solamente podrán ser embargadas con 
destino al pago de jornales devengados en la propia obrti o 
al de las cargas sociales derivadas de los mimios.

Sección II.—Modificación del contrato de obras
Art. 48. Una vez perfeccionado el contrato, la Adminis­

tración sólo puede modificar los elementos que lo integran 
dentro de los límites que establecen la presente Ley y su Re­
glamento.

La modificación del contrato deberá ser acordada por la 
autoridad que reglamentariamente se determine en atención 
a la naturaleza e importancia de dicha modificación.

iü:t. 49. Si la Admlnisración acordase la suspensión tem­
poral de las obras por espacio superior a una quinta parte del 
plazo total del contrato o. en todo caso, si aquélla excediera 
de seis meses, la Admixiistraclón abonará al contratista los 
daños, y perjuicios que éste pueda efectivamente sufrir.

La suspensión definitiva de las obras acordada por la Ad­
ministración se regulará por lo dispuesto en el articulo 52 de 
esta Ley.

Art. 50. Si durante la ejecución del contrato la Adminis­
tración resolviese introducir en el proyecto modlfícaclones que 
produzcan amnento o reducción y aun supresión de las uni­
dades de obra marcadas en el mismo, o sustitución de una 
clase de fábrica por otra, siempre que ésta sea de las com­
prendidas en la contrata, serán obligatorias para el contratista 
estas dt^iosiclones, sin que tenga derecho alguno en caso de 
supresión o reducción de obras a reclamar ninguna indem- 
n^ación, sin perjuicio de lo que se establece en el artículo 52 
de esta Ley.

OAPITOLO V
Extinción del contrato de obras

Art. 61. El contrato de obras se extinguirá por resolución 
7 por conclui^ón o cumplimiento del mismo.

Art. 52. Son causas de resolución del contrato de obras:
^ • ' ■ *

1. El incumplimiento de las cláusulas contenidas en el 
mjsino.

2. Las mo^lcMlones del proyecto, aunque fueran sucesi- 
vaa, que impliqtien aislada o conjuntamente alt^aciones del

precio del contrato en cuantía superior en más o en menos 
al 20 por lOO del importe de aquél.

3. La suspensión definitiva de las obras, acordada por la 
Administración, as' como la suspensión temporal de la misma 
por un plazo superior a un año también acordada por aquélla.

4. La muerte del contratista individual.
5. La extinción de la personalidad jurídica de la Sociedad 

contratista.
6. La quiebra dei contratista
7. El mutuo acuerdo- de la Administración y el contra­

tista.
8. Aquellas que se establezcan expresamente en el contra­

to y cualesquiera otras determinadas por esta Ley.
La resolución dei contrato deberá ser acordada por el mis­

mo órgano que autorizó su celebración
Reglamentariamente se definirá el régimen específico de las 

causas de resolución establecidas por el presente artículo.
Art. 53. Cuando el contrato se resuelva por culpa del con­

tratista le será incautada la fianza y deberá, además, indem­
nizar a la Administración os daños y perjuicios.

El incumplimiento por la Administración de las cláusulas 
del contrato originará su resolución sólo en los casos previstos 
en esta Ley pero obligará a aquélla con carácter general, al 
pago de los perjuicios que por tal causa se le irroguen al 
contratista /

Si la Administración decidiese la susp)ensión definitiva de 
las obras o dejase transcurrir un año desde la suspensión tem­
poral sin ordenar la reanudación de las mismas, el contra­
tista tendrá derecho al valor de aquellas efectivamente reali­
zadas y al beneficio industrial de las dejadas de realizar.

. Cuando la resolución obedezca al mutuo acuerdo denlas 
partes se estará principalmente a lo válidamente estipulado 
al efecto entre la Administración y el contratista.

En todo caso, resuelto un contrato de obras se procederá 
a su liquidación por el órgano de la Administración encargado 
de la vigilancia y dirección.

Art. 54. La recepción provisional de las obras tendrá lugar 
dentro del, mes siguiente a su terminación. A la recepción 
provisional concurrirá el funcionario técnico designado por 
la Administración contratante, el facultativo encargado de la 
dirección de las obras y el contratista.

Podrán ser objeto de recepción provisional aquellas partes 
de obra que deban ser ejecutadas en los plazos parciales esta­
blecidos en el contrato.

Si se encuentran las obras en buen estado y con arreglo a 
las prescripciones previstas, el funcionario técnico designado 
por la Administración contratante las dará por recibidas pro­
visionalmente y se entregarán al uso público o servicio co­
rrespondiente, comenzando entonces el plazo de garantía.

El plazo de garantía se establecerá' siempre en el contrato 
atendiendo a la naturaleza y complejidad de la obra y no 
podrá ser inferior a un año salvo casos ceciales.

Art. 55. Dentro del mes siguiente al cmnplimiento del plazo 
de garantía se procederá a la recepción definitiva de las obras 
con la concurrencia de las mismas personas a que se refiere 
el artículo anterior más el representante de la Intervención 
General del Estado, en sus funciones de comprobación de la 
inversión, que será obligatoria cuando se trate de obras cuyo 
importe exceda de cinco millones de pesetas, asistido de un 
facultativo entre los habilitados al efecto por la Dirección Ge­
neral del Patrimonio del Estado

Si las obras se encuentran en las condiciones debidas se 
recibirán con carácter definitivo y quedará el contratista rele­
vado de toda rej^nsabilidad salvo lo dispuesto en el artículo 
siguiente.

Art. 56. Si la obra se arruina con posterioridad a la re­
cepción definitiva por vicios ocultos de la construcción debidos 
a incumplimiento doloso del contrato por parte del empresario, 
responderá éste de los daños y perjuicios en el término de 
quince años.

Transcurrido este plazo quedará totalmente extinguida la 
responsabilidad del contratista.

Art. 57. Dentro del plazo de un año, contado a partir de 
la recepción definitiva deberá acordarse y ser notificada al 
empresario la liquidación de la obra.

CAPITULO VI
De la cesión del contrato y stjbcontrato de obras

Art. 58. Los dereclios dimanantes de un contrato de obras 
podrán ser cedidos a tercero si^pre que las cualidades per­
sonales o técnicas del cedente no hayan sido razón determinan­
te de la adjudicación del contrato.
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Paxa que ios adjudicatarios puedan ceder sus derechos a 
tercero deberán cumplirse los siguientes requisitos:

1. Que la Administración autorice expresamer.re y con ca^ 
rácter previo la cesión

2. Que el cedente tenga ejecutado al menos un 20 por 100 
del presupuesto total dei contrato

3. Que se formalice la cesión en escritura pública.
Art. 59. Salvo que ei contrato disponga lo contrario o que 

de su naturaleza y condiciones se deduzca que la obra ha de 
ser ejecutada directamente por el adjudicatario, podrá éste 
concertar con terceros la realización de determinadas unidades 
de la obra.

La celebración de ios subcontratos estará sometida al cum­
plimiento de los siguientes requisitos:

1. Que se dé conocimiento por escrito a la Administración 
del subcontrato a celebrar, con indicación de las partes de obra 
a realizar y sus condiciones económicas, a fin de que aquélla lo 
autorice previamente ^ no ser que el contrato facultase ya al 
empresario a estos efectos

, 2. Que las unidades de obra que el adjudicatario contrate 
con terceros no exceda de 50 por 100 del presupuesto total 
de la obra principal, salvo que se haya autorizado expresamente 
otra cosa en el contrato originario.

CAPITULO VII
Ejecución de obras por la propia Administración

Art. 60. Sólo podran ser ejecutadas directamente por la 
Administración las obras en que concurra alguna de estas 
circunstancias:

1. Que la Administración tenga montados servicios técnicos 
o industriales suficientemente aptos para la ejecución total de 
la obra proyectada

2. Que la Administración posea elementos auxiliares utili- 
zables en la obra y cuyo empleo suponga una economía su­
perior al 20 por 100 del importe del presupuesto de la obra 
o una mayor celeridad en su ejecución, justificándose en este 
caso las ventajas que se sigan de la misma.

3. Que no haya habido ofertas de empresarios para la 
ejecución de obras calificadas de urgencia en licitación pre­
viamente efectuada.

4. Cuando se trate de ia ejecución de obras que, dada su 
naturaleza, sea imposible la fijación previa de un precio cierto 
o la de un presupuesto por unidades simples de trabajo.

6. Cuando se trate de obras que se consideren de emer­
gencia con arreglo a la presente Ley.

6. Las obras de mera conservación y no susceptibles, por 
sus características, de la redacción de un proyecto.

7. Cuando sea necesario relevar al contratista de realizar 
algunas unidades de obra por no haberse llegado a un acuerdo 
eh los precios contradictorios correspondientes.

Fuera, oe este último caso será inexcusable la redacción .del 
cfwrespondiente proyecto, aun cuando se trate de obras eje­
cutadas directamente por la Administración. El contenido de 
este tipo de proyectos se fijará reglamentariamente.

Art. 01. La autorización para la ejecución de obras por 
ia Administración corresponderá a 1a autoridad a qulep com­
peta la aprobación del gasto, previo informe de la Asesoría Ju­
rídica del Departamento y fiscalización de aquél por la oficina 
competente de la Intervención del Estado.

TITULO II

Del contrato de gestión de servicios públicos 
CAPmjLO PRIMERO 

Disposiciones generales

Art. 62. El contrato mediante el cual el Estado encomiende 
a una persona, natural o jurídica, la gestión de im servicio se 
ré'gulará por la presente Ley y por las dispasiciones especiales 
del respectivo servicio en cuanto no se opongan a aquélla.

No se entenderán comprendidos en ella los supuestos de 
pwsonlficación de servicios mediante la creación de entidades 
de derecho público destinadas a su gestión, ni aquellos en que 
la. misma se encomiende a una Sociedad de derecho privado 
cuyo capital sea en su totalidad propiedad del Estado o de 
un ente público del Estado.

Art. 63. El Estado podrá gestionar indirectamente, median­
te contr%to, todos los servicios de su competencia siempre que

tengan un contenido económico que ios haga susceptibles de 
explotación por empresarios particulares y mientras no impli­
quen el ejercicio de poderes soberanos.

El contrato expresará con claridad ei ámbito de la gestión 
tanto en el orden funcional como en el territorial.

Art. 64. Los servicios no podrán ser contratados en régi­
men de monopolio salvo que una Ley lo autorice expresa­
mente.

La gestión no podrá tener carácter perpetuo o indefinido, 
fijándose necesariamente su duración y las prórrt^as de que 
pueda ser objeto sin que en ningún caso pueda exceder el 
plazo total incluidas las prórrogas, de noventa y nueve años.

Cuanto ei contrato de gestión de servicios comporte la exis­
tencia de gaste para el Estado, se estará a lo establecido en 
el artículo tercero de esta Ley.

Art. 65. En todo caso, lá Administración del Estado conser­
vará los poderes de policía necesarios para asegurar la buena 
marcha del servicio de que se trate

Art. 66. La contratación de los servicios públicos adoptará 
cualquiera de las siguientes modalidades:

1. » Concesión; por lá que el empresario gestionará el ser­
vicio a su riesgo y ventura

2. »' Gestión interesada; en cuya virtud el Estado y el em­
presario participarán en los resultados de la explotación del 
servicio en la proporción que se establezca en el contrato.

3. ^ Concierto con persona natural o jurídica que venga rea­
lizando prestaciones análogas a las que constituyen el servicio 
público de que se trate.

4. » Mediante la creación de una sociedad de economía mix­
ta en que el Estado participe por sí, o por medio de un ente 
público estatal, en concurrencia con personas naturales o Ju­
rídicas.

Art. 67. El contrato de gestión de servicios se regulará pmr 
lo establecido en el Título T de esta Ley para el contrato 
de obras en todo lo que no se oponga a las di^oslciones del 
presente y exceptuando los preceptos que sean privativos de 
la naturaleza de aquél.

Las limitaciones que para ia gestión directa establece el 
artículo 60, no serán en ningún caso de aplicación en materia 
de servicios.

OAPITULO n

Actuaciones administrativas preparatorias dei coiítrato n;
GESTIÓN DE SERVICIOS PÚBLICOS-

Art. 68. Todo contrato de gestión de servicios públicos Irá 
precedido de las siguientes actuaciones:

1. Aprobación administrativa del proyecto de explotación y 
de las obras precisas, en su caso

2. Redacción del pliego de cláusulas de eiqplotac^ón a quá 
haya de acomodarse la del servicio, en sus aspectos juridieo^ 
económico y administrativo.

3. Tramitación del expediente de contxataclón,

CAPITÜLO III
Formas de adjudicación del contrato de gestión de servicios

PÚBLICOS

Art. 69. Los contratos de gestión de servicios públicos se 
adjudicarán ordinariamente mediante el procedimiento de coaii- 
curso; la contratación directa sólo podrá tener lugAr en los su­
puestos siguientes:

1. Aquellos servicios respecto de los que no sea posible pro­
mover concurrencia en la oferta o en que, por circunstancias 
excepcionales que habrán de justificarse en el expediente, no 
convenga promoverla.

2. Los de reconocida urgencia surgida como consecuencia 
de acontecimientos imprevisibles que demandaren una pronta 
puesta en marcha del servicio, que no dé lugar a la llclta<dón 
urgente del concurso prevista en el artículo 26 de esta Ley, 
previa justificación en el expediente.

3. Aquellos, que afecten a la seguridad del Estado o exijan 
gran reserva por parte de la Administración y que no puedan 
realizarse directamente por ella.

4. Los de gestión de servicios cuyo presupuesto de gastos 
de primer establecimiento no se preyea superior a 1.500.000 pe­
setas, ni su plazo de duración sea superior a dos años.

5. Los anunciados a concurso que no llegaren a adjudicarse 
por falta de licitadores o porque las proposiciones presentmlM 
no se hayan declarado admisibles, o porque, habiéndose adju-
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dlcado, ei empresario no cumpla las condiciones necesarias 
para llevar a cabo la formalización del contrato, siempre que 
se realicen con sujeción a las mismas condiciones anunciadas 
a no ser que por la Administración se acuerde sacarlos nue 
vamente a concurso, en las condiciones que en cada caso se 
establezcan.

CAPITUIiO rv
Formalización dbi contrato de gestión de servicios públicos

Art. 70. ios contratos de gestión de servicios públicos, 
cualquiera que sea la forma de adjudicación, una vez hayan 
sido aprobados por la autoridad competente, se formalizarán 
en escritura pública cuando sea precisa su inscripción en un 
Registro Público o exija la ejecución de obras o instalaciones 
por importe superior a 500.000 pesetas. En los restantes casos 
se formalizará en documento administrativo, sin perjuicio de 
que cualquiera de las partes pueda exigir, a su costa, la for- 
malizadón del contrato en escritura pública.

CAPmjLO V

Etkctos del contrato de gestión de servicios públicos 

Sección 1.—Ejecución del contrato de gestión de servicios públicos
Art. 71. El empresario estará obligado a ejecutar las obras 

precisas y a organizar el servicio con estricta sujeción a las 
características establecidas en el contrato y dentro de los pla­
zos en el mismo señalados.

Art. 72. El empresario estará sujeto al cumplimiento de 
las siguientes obligaciones con carácter general:

1. Prestar el servicio con la continuidad convenida, tenien­
do derecho los particulares a utilizarlo en las condiciones que 
hayan sido establecidas, y mediante el abono, en su caso, de 
la contraprestación económica cmnprendida en las tarifas apro­
badas.

2. Cuidar del buen orden del servicio, pudlendo dictar las 
oportunas instrucciones, sin perjuicio de las facultades que el 
articulo 65 de esta Ley establece como de competencia de la 
Administración.

3. Indemnizar los daños que se causen a terceros como con­
secuencia de las operaciones que requiera el desarrollo del 
servicio. Exceptúase el caso de que tales perjuicios hayan sido 
ocasionados como consecuencia inmediata y directa de una 
orden de la Administración.

Art. 73. El empresario tiene derecho a las prestaciones eco­
nómicas previstas en el contrato y a la revisión de las mismas, 
en su caso, en los términos que el propio contrato establezca.

Si la Administración no otorgase al empresario la subven­
ción prometida, o no hiciese entrega de los medios auxiliares 
a que se óbl%ó en el contrato, éste tendrá derecho al interés 
legal de las cantidades o valores económicos qüe aquellos sig- 
n^qtien.

Si la demora fuese superior a dos años, el empresario ten­
drá derecho, además, a exigir la resolución del contrato y a 
que se le abonen los daños y perjuicios sufridos.

Sección II*—Modificación, del contrato de gestión 
de servicios póMicos

Art. 74. La Administración podrá modificar, por razón de 
iaiterés público, las características del servicio contratado y 
las tarifas que han de ser abonadas por los usuarios.

Cuado las modificaciones afecten al régimen nnanciero del 
contrato, la Administración ddierá c<»npensar al empresario 
de manara que se mantengan en equilibrio los supuestos eco­
nómicos que presidieron la perfección de aquél.

En el caso de que los acuerdos que dicte la Administración 
receto al desarrollo del servicio no tengan trascendencia eco- 
Bómica. el empresario no podrá deducir reclamaciones por 
razón de los referidos acuerdos.

La modificación del contrato deberá ser acordada por el 
mismo órgano que hubiera autorizado su celebración.

CAPITOLO VI
EXIlNCtóN DEL CONTRATO DE GESTmN DE SERVICIOS PÚBLICOS

Art. 76. Son causas de extinción del contrato de gestión 
de s^^cios públicos:

1. Resolución ptu* IneumplimiMxto del empmsario o de la 
Adnntini Rtraoilón

2. Reversión dej servicio a la Administración por incum­
plimiento del plazo establecido en el contrato.

3. Rescate del seryicío por la Administración.
4. Supresión dei servicio por razones de interés público.
5. Quiebra o muerte del empresario individual. No obstan­

te, en el caso de muerte de dicho empresario, podrá continuar 
el contrato si asi lo dispusiera la legislación específicr del ser­
vicio.

6. Quiebra o extinción de la persona jurídica gestora,
7. Mutuo acuerdo de la Administración y el empresario,
8. Aquellas que se establezcan expresamente en el con­

trato.
Alt. 76. En los supuestos de resolución, la Administración 

abonará al empresario el precio de las obras e instalaciones 
que, ejecutadas por éste, hayan de pasar a propiedad de aqué­
lla, teniendo en cuenta su estado y el tiempio que restare para 
la reversión.

La Administración decretará la pérdida de la fianza siempre 
que el contrato se declare resuelto por culpa del empresario.

Art. 77. Si del incumplimiento del contrato por parte del 
empresario se derivase perturbación del servicio público y la 
Administración no decidiese la resolución del contrato, podrá 
acordar la intervención del mismo hasta que aquélla desapa­
rezca.

En todo caso, ei empresario deberá abonar a la Adminis­
tración los daños y perjuicios que efectivamente le haya 
irrogado.

Art. 78. Cuando finalice el plazo contractual el servicio 
revertirá a la Administración, debiendo el empresario entregar 
las obras e instalaciones a que esté obligado con arreglo al 
contrato, y en el estado de conservación y funcionamiento ade­
cuados.

Durante un período prudencial anterior a la reversión, de­
berá el órgano de la Administración competente adoptar las 
disposiciones encaminadas a que la entrega de los. bienes se 
verifique en las condiciones convenidas

Art. 79. Si la Administración antes de la conclusión del 
contrato estimase conveniente para el interés general gestionar 
el servicio po' si o por medio de un ente público, podrá or­
denar su rescate indemnizando al empresario el valor de las 
obras e instalaciones que no hayan de revertir a aquélla, ha­
bida cuenta de su grado de amortización y los daños y per­
juicios que se le irro^en así como los beneficios futuros que 
deje aquél de per^^ibir atendiendo a los resultados de la ex­
plotación en el último quinquenio.

Art. 80. El contrato se extingue por la supresión del ser­
vicio acordada por la Administración.

Cuando la explotación del servicio se. haga imposible como 
consecuencia de acuerdos adoptados por la Administración con 
posterioridad al contrato, el empresario podrá pedir la reso­
lución del mismo.

La indemnización ai empresario se sujetará a lo dispuesto 
en el artíciüo anterior

CAPITULO VII
De LA CESIÓN DEL CONTRATO Y DEL SUBCONTRATO DE GESTIÓN 

DE SERVICIOS PÚBLICOS

Art. 81. La cesión del contrato de gestión de servicios pú- 
bucos requerirá la aprobación previa de la autoridad que lo 
hubiera otorgado, siendo preciso que el primitivo empresario 
haya realizado la explotación durante el plazo mínimo de cinco 
años, y no surtirá efectos en tanto no se formalice el negocio 
en escritura pública

Art. 82. Salvo que el contrato disponga otra cosa o que de 
su naturaleza y condiciones se deduzca que la gestito ha de 
ser llevada en forma total y directa por el mismo empresario, 
podrá éste concertar con terceros la gestión de prestaciones 
accesorias, quedando aquéllos obligados frente al empresario 
principal, único responsable ante la Administración de la ges­
tión del servicio.

El gestor pondrá en conocimiento de la Administración los 
suboontratos que celebre, con indicación de sus cláusulas y 
condiciones, a fin de que la misma los autorice.

TITULO III
Del contrato de suministro 

CAPITULO PRIMERO 
Disposiciones generales

Art. 83. A los efectos de esta Ley, se considerará contrato 
de suministro la compra de bienes muebles por la Administra­
ción en la que concurra alguna de las siguientes características:
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1. Que el empresario se obligue a entregar una pluralidad 
de bienes, de forma sucesiva y por precio unitario, sin que la 
cuantía total se deñna con exactitud al tiempo de celebrar 
el negocio por estar subordinadas las entregas a las necesida­
des de la Administración.

2. Que se refieran a bienes consumibles o de fácil deterioro 
por el uso.

3. Que la cosa o cosas que hayan de ser entregadas por el 
empresario deban ser elaboradas con arreglo a características 
peculiares fijadas previamente por la Administración,

Las restantes adquisiciones de bienes muebles se regirán 
por la Ley del Patrimonio del Estado.

Arti 84. El contrato de suministro se regulará por lo esta­
blecido en el Título I de esta Ley para el contrato de obras en 
todo lo que no se oponga a las disposiciones del presente 
y exceptuados los preceptos que sean privativos de la naturaleza 
de aquél.

CAPITULO n
Actuaciones administrativas preparatorias del contrato 

DE SUMINISTRO

Art. 85. A todo contrato de suministro precederá:
1. Aprobación del pliego de bases del suministro.
2. Tramitación del espediente de contratación, previo a la 

celebración del negocio.

Art. 86. Cuando el contrato se refiera a suministros meno­
res que hayan de verificarse directamente en establecimientos 
comerciales abiertos al público, podrá sustituirse el correspon­
diente pliego por una propuesta de adquisición razonada.

Se considerarán suministros menores aquellos que se refie­
ran a bienes consumibles o de fácil deterioro cuyo Importe total 
no exceda de 25.000 pesetas.

C AP ITULO m
PcmMAS DE ADJUDICACIÓN DEL CONTRATO OE SUMINISTRO

Art. 87. Los contratos de suministro se adjudicarán ordi­
nariamente mediante el procedimiento de concurso. La con­
tratación directa sólo podrá tener lugar en los siguientes su­
puestos:

1? Cuando no sea posible promover concurrencia en la 
oferta por versar sobre productos amparados por patentes o que 
constituyan modelos de utilidad, o sobre cosas de que haya un 
solo productor o poseedor, o cuando por circunstancias excepcio­
nales no convenga promover concurrencia en la oferta.

2. Los de adquisición de productos comprendidos en algu­
nos de los monopolios del Estado o de artículos sometidos a 
t^a o distribución de consumo respecto de los cuales no sea 
posible, por dicha circunstancia, promover licitación.

3. Los de reconocida urgencia, surgida como consecuencia 
de circunstancias imprevisibles que d«nandaren un rápido su­
ministro que no dé lugar a las formalidades de la licitación 
urgente.

4. Los de suministro de bienes que no excedan en total de 
1.500.000 pesetas.

5. Aquellos en que la seguridad del Estado exija garantías 
especiales o gran reseira por parte de la Admmistración.

6. Los anunciados a concurso que no llegaren a adjudicarse 
por falta de oferentes o porque las proposiciones presentadas 
no se hayan declarado admisibles, o porque, habiendo sido ad­
judicados, el empresario no cumpla las condiciones necesarias 
para llevar a cabo la formalización del contrato, siempre que 
se realicen con sujeción a los mismos furecios y condiciones 
anunciados, a no ser que por la Administración se acuerde 
sacarlos nuevamente a licitación en las condiciones que en cada 
CESO se establezcan.

7. Los que se refieran a bienes cuya imiformidad haya sido 
declarada necesaria por acuerdo del Consejo de Ministros, 
siempre que la adopción del tipo de que se trate se haya 
hecho previa e indispensablemente en virtud de concurso, de 
acuerdo con lo establecido en el presente Titulo.

Art. 88. Los contratos de suministro que se refieran a bienes 
consumibles o de fácil deterioro por el uso se verificarán a tra­
vés de una Jtmta de Compras radicada en cada Departamento 
ministerial.

En aqudQos casos que por similitud de suministros o para la 
obtención de mejores condiciones se haga conveniente la con- 
tratación global, podrá el Gobierno acordar la creaciói de xma 
Junta de Compras de carácter interministerial, con la composi­
ción y omipet^cia que aquél establezca.

CAPITULO IV
PORMAtXZAClÓN DEL CONTRATO DE SUMINISTRO

Art. 89. En las compras directas de suministros menores 
realizadas en establecimientos comerciales abiertos al púbhco 
hará las veces de documento contractual la factmra pertínente 
cuando consten en ella los requisitos que reglamentariamente 
se establezcan.

CAPITULO V
Efectos del contrato de suministro 

Sección I.—Ejecución del contrato de suministro
Art. 90. El empresario estará obligado a entregar las cosas 

en el tiempo y lugar fijados en el contrato y de conformidad 
con las prescripciones técnicas y cláusulas administrativas que 
figuren en el mismo. La mora del empresario no requerirá la 
previa intimación por la Administración.

Cualquiera que sea el tipo de suministro, el adjudicatario 
no tendrá derecho a indemnización por causa de pérdidas, 
averías o perjuicios ocasionados en los bienes antes de su 
entrega a la Administración, salvo que ésta hubiese incurrido 
en mora al recibirlos.

Art. 91. El adjudicatario tendrá derecho al abono de los 
suministros efectivamente entregados a la Administración con 
arreglo a las condiciones establecidas en el contrato.

Cuando la Administración demore el pago por plazo supe- 
rlor a tres meses deberá abonar al empresario el interés legal 
de las, cantidades debidas si aquél intimase por escrito él cmn­
plimiento de la obligación.

Art. 92. La Administración tiene la facultad de inspecdonar 
y de ser informada, cuando lo solicite, del proceso de fabricación 
o elaboración del producto que haya de ser entregado como 
consecuencia del contrato, pudlendo ordenar o realizar por sí 
misma análisis, ensayos y pruebas de los materiales a emplear 
y dictar cuantas disposiciones estime oportunas piura el estricto 
cumplimiento de lo convenido.

Sección II.—Modificación del contrato de suministro
Art. 93. La Administración podrá modificar el contrato en 

razón de las necesidades reales del Servicio destinatario ddl 
suministro.

CAPITULO VE
Extinción del contrato de suministro,.

Art. 94. Una vez realizado el suministro por él empresaiio 
comenzará el plazo.de garantía señalado en el contrato.

Cuando los bienes no se hallen en estado de ser recibidos, 
se hará constar asi en el acto de la entrega y se darán las 
instrucciones precisas al empresario para que remedie los de­
fectos observados o proceda a nuevo suministro, de confixnnl- 
dad con lo pactado.

Art. 95. Si durante el plazo de garantía se acreditase la 
existencia de vicios o defectos en la cosa vendida, tendiá dere­
cho la Administración a reclamar del empresario la reposieiósx 
de los bienes inadecuados o la reparacito de los mismos si 
fuese suficiente.

Durante este plazo de garantía tendrá derecho el empresario 
a ser oído y a vigUar la aplicación de los bienes suministrados.

Art. 96. Si la Administración estimase, durante el plazo 
de garantía, que los bienes suministrados no son aptos para 
el fin pretendido como consecuencia de los vicios o defectos 
observados en ellos e imputables al empresario, y exista ti 
fundado temor de que la reposición o reparacúm de dichos 
bienes no serán bastantes para lograr aquel fin, podrá, antes 
de expirar dicho plazo, rechazar los bienes, dejándolos de 
cuenta del empresario y quedando exenta de la obligación de 
pago, o teniendo derecho, en su caso, a la recuperación del 
precio satisfecho.

Art. 97. Terminado el plazo de garantía sin que la Admi- 
nistraeión haya formulado alguno de los reparos o la d^un- 
cia a que se refiere ti artículo anterior, el empresario quedará 
exento de responsabilidad por razón de la cosa vendida.

OBRO II 
TITULO PRIMERO

De la tiaslfleaclón y registro de los empresarios 
CAPITULO PRIMERO

De la CLASmOACIÓN Y REGISTRO DE LOS CONTRATISTAS OE OBRAS

iUt. 98. Para contratar con el Estado la ejecución de una 
obra de m^supuesto superior a cinco millones de pesetas será 
requisito indispensable que el contratista haya obtenkto pre-
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Tiamente la correspondiente clasificación, acordada por el Mi­
nistro de Hacienda.

También será precisa la previa clasificación cuando, siendo 
la obra a contratar inferior a cinco millones de pesetas, tenga 
el contratista adjudicados y en vigor contratos del Estado cuya 
suma rebase la citada cifra

El limite establecido de cinco millones de pesetas podrá ser 
elevado o disminuido por disposición del Ministerio de Hacienda 
con arreglo a< las exigencias de la coyuntura económica.

De conformidad con lo dispuesto en el articulo cuarto de esta 
Ley, los contratos celebrados en contravención de lo dispuesto 
en el presente artículo serán nulos, salvo lo establecido en el 
artículo 106.

Art. 99. la. clasificación de las empresas se hará con arre­
glo a sus características fundamentales y determinará la cate­
goría de 'los contratos a cuya adjudicación pueden concurrir 
u optar por razón del objeto y cuantía de los mismos, pudién­
dose tener en cuenta además el total volumen de obra que 
puddan concerteu: para su simultánea ejecución.

Para determinar el total volumen de obra que las Empresas 
puedan concertar con el Estado para su simultánea ejecución, 
a que se refiere el párrafo anterior, se tendrán en cuenta todas 
Jas circunstancias siguientes: .

a) Obra a ejecutar anualmente por la Empresa.
b) Previsión adecuada de obra en cartera.
o) Obra desarrollada por la Empresa en ejercicios anterio­

res y previsión de una prudencial expansión de su actividad.
d) Necesidades de la Administración para lograr una nor­

mal concurrencia.
Aft. 100. Los acuerdos de clasificación se adoptarán por el 

Ministro de Hacienda, a propuesta de la Junta Consultiva de 
Contratación Administrativa, en la que se constituirá una Co­
misión Clasificadora que, por delegación permanente de ella, 
entenderá de cuantos expedientes se relacionen con la clasifi­
cación de contratistas.

Las clasificaciones acordadas por el Ministro de Hacienda 
serán revisables a petición de los interesados o de la Adminis­
tración en cuanto dejen de ser actuales las bases tomadas para 
estsbleoerlas.

Art. 101. Las agrupaciones temporales de contratistas, a 
que se refiere el artículo quinto de esta Ley, serán clasfflcadas 
mediante la acumulación de las características de cada uno de 
los asoídados, expresadas en sus respectivas clasificaciones.

No obstante, dichas agrupaciones podrán obtener clasifica­
ción especial para casos determinados mediante e3q>ediente su- 
nmrio, tramitado a petición de los interesados.

Art 102. El Ministro de Hacienda, a propuesta de la Junta 
Consultiva de Contratación Administrativa, y previa, formación 
de expediente administrativo con audiencia del interesado, po­
drá disponer la suspensión temporal de las clasificaciones acor­
dadas o la anulación d^nitiva de las mismas.

Serán causas de suspensión temporal, por un tiempo deter­
minado, no superior a un afio, las siguientes:

l.« Infracción culposa de las condiciones establecidas en 
un contrato de obras, den o no lugar a la resolución del mismo, 
con declamación de culpabilidad del contratista.

Falsedad en las informaciones o declaraciones a los ór­
ganos de la Administración competentes por la naturaleza de 
las óbras o a la Junta Consultiva de Contratación Adminis­
trativa.

8.* No promover expediente de revisión de clasificación en 
tes casos de disminución importante de su capacidad técnica o 
financiera.

Producirán la suspensión indefinida en tanto subsistan las 
causas, las siguientes:

1. » La disminución notoria y continuada de las garantías 
técnicas, financieras o comerciales del empresario que hagan 
peligroso paxa los intereses púbiicos su coílaboración en las 
obras del Estado, sin perjuicio de que haya tenido lugax la 
revisión de las cls^lflcaclones acordadas con anterioridad.

2. * Incurrir en alguna de las circunstancias señaladas en 
tee apestados segundo, tercero, sexto y séptimo del artículo 
cuarto de esta Ley.

Darán lugar a la anulación definitiva los motivos sigulefites:
1.0 Infracción dolosa en él cumplimiento de un contrato 

de obras.
2.0 xucurríT en la situación señalada en los apartados pri- 

migro, cbwto y quinto del anteriormente citado artículo cuarto 
de esta ZÍ^.

La sui^iensión temporal de la clasificación implicará la pér- 
(fida de todos los derechos derivados de la misma en tanto

aquélla subsista, y la anulación definitiva, la baja en ei Registro 
correspondiente.

Art. 103. El Ministro de Hacienda podrá denegar la clasifi­
cación de aquellas Empresas en las que, a la vista de las 
personas que las rigen, pueda presumirse que son una conti­
nuación, transformación o fusión de otras Empresas que hayan 
sido sancionadas con la suspensión o anulación de su clasificar 
ción como contratistas de obras del Estado.

Art. 104. Los acuerdos de clasificación adoptados por el Mi­
nistro de Hacienda podrán ser impugnados en alzada ante «1 
Consejo de Ministros, y contra la decisión de éste habrá lugar 
a recurso contencioso-administrativo ante el Tribunal. Hupremo.

Igual procedimiento será de aplicación a las resoluciones 
sobre revisión, suspensión o anulación de clasificaciones.

Art. 105. La Junta Consultiva de Contratación Administra­
tiva, y en su nombre, la Comisión de Clasificación, podrá soli­
citar en cualquier momento de las Empresas clasificadas o pen­
dientes de clasificación los informes técnicos y financieros que 
estime necesarios para comprobar las declaraciones y hechos 
manifestados en loa expedientes que tramite. A estos meros 
efectos, podrá desplazar a las oficinas e instalaciones de las 
referidas Empresas los funcionarios de la Junta que estime con­
veniente.

También pKXirá solicitar informe de los Departamentos in­
versores sobre los mismos extremos mencionados.

Art. 106. La celebración de contratos de cuantía superior a 
dnco millones de pesetas con personas naturales o jurídicas 
que no estén clasificadas y que se estime conveniente a los 
intereses públicos por los Jefes de los Departamentos mlnlstfy- 
ríales respectivos, tendrá que ser autorizada por él Consejo 
de Ministros, previo informe de la Junta Consultiva de Contrar 
tación Administrativa.

Art. 107. En el Registro Oficial de Contratistas existente en 
el. Ministerio de Industria serán inscritos todos aquellos em­
presarios que hayan sido clasificados por el Ministerio de Har 
cienda a los fines establecidos por esta Ley, En la insnlpclón sa 
expresará el contenido de la clasificación respectiva.

A tal efecto se creará en dicho Registro una Sección es­
pecial.

Art. 108. Los expedientes de clasificación y sus revisiones, 
asi como las actuaciones del Registro Oficial de Contratista», no 
generarán en ningún caso tasa o pago alguno para los empre­
sarios interesados.

CAPITÜLO n
DS LA CLASIFICACIÓN DE LOS EMPKESARIOS DE SUMINISTROS

\
Art. 109. Las normas de clasificación contenidas ,en el ca­

pitulo anterior podrán hacerse extensivas a los contrates de 
suministros por acuerdo del Gobierno, teniendo en cuenta las 
peculiaridades que de aquéllos se derivan,

TITULO II
Del Registro de Contratos

Art. lio. Se crea en el Ministerio de Hacinada, bajo la 
dependencia directa de la Junta Consultiva de Contratación 
Administrativa, un Registro de Contratos que permita a la Ad­
ministración un exacto conocimiento de los por ella celebrados, 
así como de las incidencias que origíne su cumplimiento.

Art. 111. La Junta Consultiva de Contratación Administrar 
tlva procederá al examen de los contratos registrados, así omno 
de sus Incidencias, con el fin de promover, en su caso, las nor­
mas o medidas de carácter general que considere prooed^tes 
para la mejora del sistema de contratación en sus aspectos adr 
ministrativoe, técnicos y económicos.

Si del estudio de un contrato o grupo de contratos se de­
dujeren conclusiones de inter^ para la Administración, la Jun­
ta Consultiva podrá exponer directamente al órgano u órganos 
contratantes las recomendaciones pertinentes.

Cuando los contratos tengan un importe inicial superior a 
6.000.000 de pesetas, la Junta Consultiva los elevará al Ministro 
de Hacienda, juntamente con el extracto del expediente, para 
su posterior remisión al Tribunal de Cuentas.

LIBRO III 
TITULO UNICO

De las fianzas y demás garantías en los contratos del Estade 
CAPITULO PRIMEEIO

De las fianzas y demás garantías en el contrato de obras

Art. 112. Será requisito neoescudo para acudir a las subas­
tas, concursos-subastas o concursos que tengan por objeto la 
adjudicación de obras del Estado el acreditar la cons^aclón
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previa üe una tlanza provisional equivalente al 2 por 100 del 
presupuesto tota' de la obra constituida en metálico o títulos 
de la Deuda Pública, en la Caja General de Depósitos o en 
sus sucursales. También será admitido a dichos efectos el 
afianzamiento mediante aval constituido en fonna reglamen­
taria.

En los casos en que, con arreglo a esta Ley, se consigne 
en sobre cerrado el presupuesto del contrato se fijará estimati­
vamente el importe de la fianza provisional.

La fianza a que se refiere este artículo será devuelta a los 
interesados inmediatamente después de la adjudicación provi­
sional del contrato en los casos de subasta o ^ncurso-subasta, 
o de la ádjudicacíón única cuando se proceda por concurso. La 
fianza prestada por el adjudicatario quedará retenida hasta la 
formalización del contrato.

Art 113. Los adjudicatarios de los contratos de obras del 
Estado estarán obligados a constituir una fianza definitiva por 
el .importe del 4 por 100 del presupuesto total de la obra, en 
metálico o títulos de la Deuda Pública, cualquiera que haya 
sido la forma de adjudicación del contrato.

El Ministro de Hacienda queda facultado para ampliar la 
aplicación del aval como medio de garantía al supuesto a que se 
refiere el párrafo anterior.

En casos especiales, los Jefes de los Departamentos minis­
teriales podrán establecer además una fianza complementarla 
de hasta un 6 por 100 del citado presupuesto, que podrá cons­
tituirse en metálico, títulos de la Deuda o mediante aval.

A todos los efectos, dicho complemento tendrá la considera­
ción de fianza defmitiva.

lias fianzas se consignarán en la Caja General de Depósitos 
o en sus sucursales a disposición de la Autoridad administrativa 
correspondiente.

Art. 114. Las fianzas prestadas por personas o entidades 
distintas del contratista quedan sujetas en todo caso a las mis­
mas responsabilidades que si fuesen constituidas por el propio 
adjudicatario. En este supuesto, incluso cuando la fianza se 
preste mediante aval, no se podrá utilizar el beneficio de excu­
sión a que se refieren los artículos 1.830 del Código Civil y 
concordantes.

Art. 115. Las fianzas definitivas responderán de los siguien­
tes conceptos:

1.0 De las penalifiades impuestas al contratista por razón 
de la ejecución del contrato cuando aquéllas no puedan dedu­
cirse de las certificaciones.

2.0 Del resarcimiento de los daños y perjuicios que el adju­
dicatario ocasionara a la Administración con motivo de la eje­
cución del contrato y de los gastos originados a la misma por 
demora del contratista en el cumplimiento de sus obligaciones.

3.0 A la incautación que pueda decretarse en los casos de 
resolución del .contrato, de acuerdo con lo establecido en el 
mismo o con carácter general en esta Ley.

Art. 116. Cuando se hicieran efectivas a costa de la fianza 
las penalidades a que se refiere el número 1 del artículo ante­
rior o las indemnlzacioneseque prevé el número 2 del mismo, 
el contratista vendrá obligado a reponerla en cualquiera de las 
formas establecidas en esta Ley.

Art. 117. Cuando a consecuencia de la modificación del con­
trato experimente variación el valor total de la obra contratada, 
se reajustará la fianza constituida en la cuantía necesaria para 
que se mantenga la debida proporcionalidad entre la fianza y 
el presupuesto de las obras.

Art. 118. El contratista deberá acreditar, en el plazo de 
treinta días, contados desde que se le notifique la adjudica^ón 
definitiva, la constitu<^6n de la fianza correspondiente. De no 
cumplirse este requisito por causas imputables al mismo, la 
Administración declarará resuelto el contrato.

En el mismo plazo, contado desde la fecha en que se hagan 
ef ectivas las penalidades e indemnizaciones a que se refiere el 
aiticulo 115 de esta Ley, o se modifique el contrato, deberá 
reponer o ampliar la fianza en la cuantía que corresponda, in­
curriendo, en caso contrario, en caiisa de resolución.

Art. 116. La fianza estará primordialmente afecta a las res­
ponsabilidades mencionadas en el artículo 115 de esta Ley, y 
para hacerla efectiva, él Estado tendrá preferencia sobre cual­
quier otro acreedor, sea cual fuere la naturaleza del mismo y 
el título en que se funde su pretensión.

Cuando la fianza no sea bastante para satisfacer las citadas 
responsabilidades, la Administración procederá al cobro de la 
diferencia mediante ejecución sobre el patrimonio del contratis- 
.ta, con arreglo a lo establecido en el Estatuto de Becaudacióa

Art. 120. Aprobadas que sean la recepción y liquidación de­
finitivas de las ohras, se devolverá el importe de la fianza o. 
en su caso, se cancelará el aval en él plazo improrrogable de 
tres meses.

Las recepciones parciales de obras no facultan al contratista 
para solicitar la devolución de la parte proporcional de la 
fianza salvo que asi se establezca en el contrato.

Art. 121. El Gobierno podrá acordar con carácter general, 
para los contratos de obras en que concurran determinadas 
circunstancias, la constitución de garantías especíales mediante 
retenciones en las certificaciones de obras en una cuantía pro­
porcional al importe de las mismas v que no podrá exceder 
en ningún caso de su diez por ciento. ^

Estas garantías especiales podrán ser reintegradas aá con­
tratista cuando tenga lugar la recet^clón .provisional de las obras, 
incluso las parciales, y, en último extremo, al aprobarse la 
recepción definitiva de las mismas

En todo caso, las garantías a que se refiere este artículo 
podrán ser sustituidas por el otorgamiento del correspondien­
te aval.

Art. 122. El aval a que se refiere la presente Ley se otorgará 
por un Banco oficial o privado, inscrito en el Registro general 
de Bancos y Banqueros o por Mutualidades profesionales cons­
tituidas al efectc y por Entidades de Seguros, sometidas á la 
Ley de 16 de diciembre de 1954.

CAPITULO n
DZ LAS FIANZAS V OEMAs GARANTÍAS EN EL CONTRATO DE GESTIÓN 

DE SERVICIOS Y EN EL DE SUI^ISTROS

Art. 123. Lias fianzas y demás garantías de los contratos de 
gestión de servicios y suministros se regularán por lo establecido 
en el capitulo anterior, con las salvedades que específicamente 
se señalan.

Art. 124. El importe de las fianzas, asi provisionales como 
definitivas, de los contratos de gestión de servicios será fijado 
libremente por la Administración a la vista de la naturaleza, 
importancia y duración del servicio de que se trate.

El Gobierno queda facultado para acordar en casos espe­
ciales la exención de las correspondientes fianzas.

Art. 125 No habrá lugar a la constitución de fianza, ya sea 
provisional o definitiva, en los siguientes contratos de sumi­
nistro:

1. Los concertados con Elmpresas concesicoiarlas de servicios 
públicos referentes a sumlnistr<» de la clase señalada en 
apártado 1 del artículo 83 de esta Liey.

2. Los de suministros menores definidos en el artículo 86 de 
esta Ley, cuando se verifiquen directamente en establecimientos 
comerciales abiertos al público y el abono del precio por la Ad­
ministración se condicione a la entrega total y única de loe 
bienes a satisfacción de la misma.

DISPOSIC?IONES ADICIONALES
1. * Compete al Ministerio de Hacienda la facultad de pro­

poner al Gobierno las disposiciones reglamentarias que fueran 
precisas para el cumplimiento de esta Ley. Estas podrán ser 
refundidas en un Reglamento general.

2. » Se autoriza al Gobierno para revisar, a propuesta del 
Ministerio de Hacienda, cuantos procedimientos inciden en la 
contratación del Estado, a fin de agilizar su tramitación y sim­
plificar sus etapas sin merma de las garantías de la Adminis­
tración:

3. * La promoción de obras públicas requerirá siempre la 
existencia de planes debidamente aprobados, y el desarrollo de 
los mismos se verificará a través de programas ejecutivos cuan­
do asi lo acuerde el Gobierno.

DISPOSICIONES FINALES
1. * La presente Ley entrará en vigor el día 1 de junio de 

1965, siendo de aplicación a los contratos que se preparen por 
la Administración con posterioridad a esa fecha.

A su entrada en vigor quedarán derogados el capítulo V de 
la Ley de Administración y Contabilidad, de 1 de julio de 1911, 
reformado por la Ley de 20 de diciembre de 1952, y la Ley 
de Fianzas, de 20 de diciembre de 1960. asi como todas las 
disposiciones que se opongan a los preceptos de la presente Ley.

2. * La presente Ley será de aplicación a los Organismos 
autónomos regulados por la Ley de 26 de diciembre de 1958, 
con las especialidades que se establecen en las reglas siguientes:

a) La facultad pará celebrar contratos corresponde a los 
legítimos representantes del Organismo, según su Ley constitu­
tiva; pero necesitarán autorización previa para aquéllos de 
cuantía superior a cinco millones de pesetas.

La autorización será adoptada, a prepuesta de dichos Orga­
nismos, por los jefes de los Departamentos ministeriales de 
que dependan o por el Consejo de Ministros, según las omnpe- 
tencias d^nidas en esta Ley.
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t)> Ouaa<lQ se traite de obras de emergenela, loa Organismos 
autónomos poórán celebrar los oportunos contratos sin nece­
sidad de que les preceda la autorización pertinente, acogiéndose 
al articulo 27 de esta hey.

Q) Las Mesas de contratación serán nebredas por loa 
Presidentes o pirectores de los Organismos, siendo obligada, no 
obstante, la participación de los funcionarios, a que se refieren 
los números 3 y 4 del articulo 33 de la presente disposición.

Las Juntas de Compras se constituirán en cada Organismo 
autónomo para las adquisiciones que les competa con indepen- 
dencm de las del Departamento ministerial a que estén afectos.

d) Podrán ser concertados directamente los suministros, 
cualquiera que sea la cuantía y características, siempre que 
constituyan el objeto directo de sus actividades y fiayan sido 
adquiridos con el propósito de devolverlos al tráfico Jurídico 
patrimonial, de acuerdo con sus fines peculiares.

Oonsecuentemente« los artículos 41 a 47, ambos inclusive, de 
la Ley de 26 de diciembre de 1956 quedan derogados en cuanto 
se refieren a la contratación de obras, servicios y suministros.

3. ^ Las normas que establecen la necesidad de previa cla- 
siflcación de los contratistas de obras para contratar con el 
Estado serán exigibles transcurrido un año de la entrada en 
vigor de la presente Ley. Este plazo podrá ser prorrogado por 
el Gobierno.

Durante este periodo procederá ei Ministerio de Hacienda 
a la tráúfitación y resolución de los oportunos expedientes de 
clasificación, a fin de que se encüentren d^pachados en el plazo 
que marca el párrafo anterior.

4. <^ Se autoriza al Gobierno, si asi lo estima conyenimite, 
para dispensar, la prestación de fianza provisional en las Ikslta- 
cipnes de contratos de obras a aquellos contratistas que hayan 
obtenido una determinada clasifléación por el Ministerio de 
Hacienda.

Las normas reglamentarias y nüego de condiciones ge­
nerales que rigen actualmente la contratación de obras, servi­
cios y suministros del Estado seguirán en vigor en cuanto no

se opongan a la presente Ley y en tanto no sean sustituidas, 
respéctivnmente, por las disposiciones que se dicten mí díssarro- 
llo de la misma o por loa pliegos de cláusulas admlnistratíyas 
generales que se aprueben por el Gobierno.

Las eaprasadas normas y pliegos qpe regulan en la actuali­
dad la contratación serán de integra aplicación a los contraten 
celebrados al amparo de la legislación que ahora se deroga."

6, ’^ Quedan exoei^uados de la presente Ley Los contratos 
del Estado que hayan de celebrarse y ejecutarse en territorio 
extranjero. ^ faculta al Gkrtíiemo para que, mediante Dectwto, 
a propuesta del Ministerio de Hacienda y previo informe del 
de Asuntos Ext^iores. dicte las oportunas normas especiales 
relativas a estos contratos.

7. » A los contratos de obras comprendidos en el Plan de 
Desarrollo Económico y Social les será de aplicación el artlcu’- 
lo 20 de la Ley 194/1963, de 28 de diciembre, por la que se 
aprueba el indicado Plan, excepto en lo relativo al apeado b) 
de dleho artículo, a cuyos efectos se estará a lo dispuesto en 
la presente Ley,

CORRECCION de errores de la Orden de 24 de mar­
zo de 1965 por la que se dictan normas para Id pre­
sentación de declaraciones en las Delegaciones y 
Subdelegaciones de Hacienda a (^secuencia de las 
revalorizadones de renta en las viviendas y locales 
de negocio, autorizadas por la . Ley 49/1964, de 11 de 
junio, de Arrendamientos Urbanos, complementada 
por el Decreto 4105/1964, de 24 de diciembre.

Advertido error en el texto remitido para su publicación de 
la citada Orden, inserta en el «Boletín Oficial del Estado» nú­
mero 73, de fecha 26 de marzo de 1965. se transcribe a conti­
nuación la oportuna rectificación:

En el anexo CÜ-1, página 4491, casilla 19, donde dice: 
«Renta anual en 31-12-64», debe decir: «Renta contractual»

MINISTERIO DE COMERCIO
ORDEN de 21 de abrü de 1965 por la que se esta­
blece el derecho a la exportación de aceite de oliva.

Hustríslmo señor:

De confonnldad con el Decreto 482/66, de 8 ^ marzo.
Este Afinisterlo ha tenido a bien disponer:
Primero..—La cuanitia del derecho sobre la e^>ortacimi de acei­

te de oliva virgen será de 20.000 pesetas por toncada métrica.
Segundo.—Este derecho estará en vigm* drade la fecha de pu- 

büieacáón de la presente Orden hasta las catorce horas del día 
29 de abril, y se aplicará a todas las soU^^ides de Ucencia 
de «sportaqión de esta meircancia que se presenten en el Be- 
gietro General del Míni^erio de Comercio tarante este periodo.

Tercero.—En el momento oportuno se detenninará por 
Departamento la cuantía y vigencia del derecho correspondiente 
al Mguiente periodo.

Lo' que comunico a V. I. para su conocimiento y cumplii- 
miieiníto.

Dios guarde a V. J. zmaobos afios.
Miad>vi4 21 de abril de 1965.

ULLASTRES
lEiimo. Sr. Director general de Comercio Exterior.

ORDEN de 21 de abril de 1965 sobre establecimien­
to del derecho regulador del precio de importación 
de la. semina de cacahuete y aceite de cacahuete 
crudo y refinado.

De confoiiinldad con el apartado segimdo del articulo cuarto 
de la Orden ministerial de fecha 31 de ootnbre de 1963,

Ssl» Bifinásterlo ha tei^o a bien disponer:
Primero.—La cuantía del derecho re^fiador para la impor- 

taidtón de smnlHa áe oacahiúte, partida arancelaria 12.01 
destinada al abastedaniento de' la peifinsula e islas Baleares, 
será de tresei^tas cinco pesetas (305 pesetas) por tonetada 
métrica neta.

Segundo.—^La cuantía dei derecho regulador para la im- 
porbEMñón de aceite de cacahuete crudo, partida arancelaria 
15.07 A-2-ar2, destinado al aimstecimiento de la península e 
islas Baleares, será el de tres mil quinientas ochenta pesetas 
(3.580 pesetas) por tonelada métrica neta.

Tercero.>-JLia cuantía del derecho regulador para ia impor­
tación de aceite de oacahiMte rebinado, partMa arancelaria 
15.07 A-2-b-2, destinado ai abastecimiento de la península e 
islas Baleares, será el de cinco mil trescientas setenta pesetas 
(5.370 pesetas) por/tonelada métrica neta.

Cuarto.—Estos derechos estarán en vigor desde la fecha de 
su pult^ícación de la presente Orden hasta las catorce horas 
del día 20 del oorriente.

En el momento t^Katuno se determinará por este Departar 
mentó la cuantía y vigencia dei derecho regulador del siguiente 
período.

21 de átnlil de 1965.

ULLASIBES

ORDEN de 21 de abril de 1965 sobre establecimien­
to del derecho regulador del precio de importación 
de la cebada.

De conformidad con ei apartado segtmdo del artículo cuarto 
de la Orden míni^Tial de fecha 31 de octuhre de 1963,

Este lilfiniaterio ha tenido a bien disponer:
Primero.—La cuantía del derecho regulador pía^a la impor­

tación de ochada, partida arahoelaria 10.03 B, destinada al abas­
tecimiento de la pMiihsula e islas Baleares, será el de (fiez 
pesetas (tO pesetas) por tonelada métxioa neta.

Segimdo—-Este derecho estará en vigor desde la fecha de 
pubhaaiolón de la presente Orden hasta las catorce horas del 
dia 20 del corriente.

En el momenito oportuno se determinará por este Departa­
mento la cuantía y vigencia dei derecho regulador del siguiente 
íWíodo.

Madtíd. 21 de atorfij de 1965-
ÜI JiAfcyx2!ftE2S


